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NOTA SOBRE LA ORDEN DE 3 DE MARZO DE 1999 
DE LA CU SOBRE MEDIDAS PROVISIONALES EN 
RELACIÓN CON EL CASO LAGRAND 
Elizabeth P É R E Z B O T Í 
1. INTRODUCCIÓN. 2. PRECEDENTES: a) Supuestos de hecho, b) Demanda 
de Alemania contra EE.UU. por la violación de los arts. 5 y 36 de la Convención de 
Viena sobre relaciones consulares, c) Jurisdicción de la Corte Internacional de 
Justicia. 3. DEMANDA DE MEDIDAS PROVISIONALES PRESENTADA POR 
ALEMANIA. 4. ALEGATOS EN CONTRA DE LAS MEDIDAS PROVISIONALES 
PRESENTADOS POR EE.UU. 5. DECISIÓN DE LA CORTE. 6. OPINIONES 
INDIVIDUALES: a) Declaración del juez Oda. b) Opinión particular del Presidente 
Schwebel. 7. CONSIDERACIONES FINALES. 
1. I N T R O D U C C I Ó N 
L a elaboración de este comentar io se centra en el análisis de la decis ión 
adop tada por la Cor te In ternac ional de Just ic ia el 3 de m a r z o de 1999 en 
relación con la demanda presentada por el Gobierno alemán contra E E . U U . por 
la violación de la Convención de Viena sobre relaciones consulares de 1963, de 
los artículos 5 y 36 de la menc ionada Convención. 
La Orden examina la petición de medidas provisionales dirigida a la Corte 
por Alemania con la finalidad de salvaguardar la vida de un nacional a lemán, y 
con carácter previo a la decis ión final que la CIJ adopte sobre el fondo del 
asunto concerniente a la violación de la Convención de Viena sobre re lac iones 
consulares de 1963. 
Al hilo de la exposic ión anal izaremos los supuestos de hecho que están 
en el or igen de la controversia , los fundamentos ju r íd icos de la d e m a n d a del 
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g o b i e r n o a l e m á n con t ra E E . U U . , la j u r i sd i cc ión de la CIJ , la d i scus ión 
or iginada sobre la procedencia o no de las medidas provis ionales y la decis ión 
de la CIJ sobre este pun to , d a n d o especial re levancia a las opin iones indivi -
duales expresadas por el juez Oda y por el Presidente Schwebel . 
2 . P R E C E D E N T E S 
a) Supuestos de hecho 
Los supuestos fácticos que han dado origen al conflicto presentado ante la 
CIJ se in ic iaron en 1982 cuando las au tor idades del E s t a d o de Ar i zona en 
E E . U U . detuvieron a dos nacionales a lemanes , Karl y Wal te r LaGrand . Es tos 
c iudadanos a lemanes fueron juzgados y condenados a la pena de muerte sin que 
fueran informados de sus derechos . Concre tamente del derecho a ser asist idos 
por parte de las autoridades consulares de su país, garant izados por el art. 36 de 
la Convención de Viena sobre relaciones consulares de 1963. 
En 1992, cuando todo el p roceso cont ra los h e r m a n o s L a G r a n d hab ía 
f inal izado, la Oficina Consu la r a lemana tuvo noticia de los acontec imien tos , 
pero no por parte de las Autor idades de Ar izona sino a t ravés de los he rmanos 
LaGrand. 
Las Autor idades de Ar izona mant ienen en su defensa que desconocían la 
nac iona l idad a l emana de los de ten idos . Con t ra este a r g u m e n t o la pos ic ión 
a lemana afirma que durante el proceso ante el Comi té de Gracia de Arizona, el 
23 de febrero de 1999, el fiscal Peasley admitió que las autor idades de Ar izona 
conocían, desde 1982, la procedencia a lemana de los condenados. 
Karl LaGrand fue ejecutado el 24 de febrero de 1999. 
L a fecha de la ejecución de Wal te r LaGrand es taba previs ta para el 3 de 
marzo de 1999. 
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1. Case concerning United States Diplomatic and Consular Staff in Tehran, 
I.C.J. Reports 1980. 
2 . Case concerning military and paramilitary activities in and against 
Nicaragua. Order of 15 decembre 1979, I.C.J. Reports 1979, p. 19. 
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b) Demanda de Alemania contra EE. UU. por la violación de los arts. 5 
y 36 de la Convención de Viena sobre relaciones consulares de 1963 
L a cues t ión d e fondo se centra en un p rob lema d e omis ión d e la C o n -
vención de Viena sobre relaciones consulares, adoptada el 24 de marzo de 1963 
y cuya entrada en vigor se produjo el 19 de marzo de 1967, y que regula las 
relaciones consulares entre Estados que existen desde hace siglos. 
C o m o es sabido, dicha Convenc ión trata sobre los aspectos ju r íd icos de 
las re lac iones consulares reguladas por el Derecho In ternacional . La m a y o r 
par te de las d i spos ic iones de la C o n v e n c i ó n se basan p r inc ipa lmen te en el 
D e r e c h o Consuetudinar io ya existente y en las normas correspondientes reco-
gidas en Convenc iones consulares bi laterales, así c o m o en la práct ica de los 
Es tados recogida en su mayor parte en los reglamentos consulares internos. 
L a re levancia jur íd ica de la Convenc ión de Viena de 1963 fue pues ta de 
mani f ies to ya po r la CIJ en el asunto re la t ivo al pe r sona l consu la r de los 
EE .UU. en Teherán el 24 de m a y o de 1980. La CIJ destacaba que 
"la amplitud y la gravedad del contraste entre la conducta del Estado iraní 
y las obligaciones que le impone el conjunto de reglas internacionales 
constituido por el derecho diplomático y consular, cuyo carácter básico el 
Tribunal ha de proclamar con firmeza" 1. 
Ya en su auto de 15 de d ic iembre de 1979, sobre med idas cautelares , la 
CIJ resaltó que las obl igaciones impuestas a los Estados por la Convenc ión de 
V i e n a de 1963 t iene un papel p r imordia l en el m a n t e n i m i e n t o de óp t imas 
relaciones entre los Estados en un mundo caracterizado por la interdependencia, 
y afirmó que 
"en la conducción de las relaciones entre los Estados no hay exigencia 
de mayor importancia que la inviolabilidad de los diplomáticos y de las 
embajadas (... ) y así, en el curso de la historia, las naciones de todas las 
creencias y de todas las culturas han observado obligaciones recíprocas con 
dicho f in" 2 . 
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De otra parte no cabe ningún otro tipo de discusión sobre la aplicabil idad 
de la Convención de Viena entre las partes en la controversia, pues to que tanto 
A leman ia c o m o E E . U U . han suscri to la Convenc ión . 
L a d e m a n d a p resen tada por el gob ie rno d e A l e m a n i a se cent ra en la 
violación por parte de E E . U U . de los arts. 5 y 36 de la menc ionada Conven -
ción, cons iderando el trato dado a los nacionales a lemanes durante el p roceso ; 
en la ausenc ia de la información pert inente sobre los derechos de as is tencia 
consular de los que disfrutaban los mi smos y en la falta de comunicac ión al 
E s t a d o a l emán del p roceso iniciado contra sus nac ionales . Es tas omis iones 
impidieron que Alemania pudiera llevar a cabo sus funciones consulares reco-
noc idas en la Convenc ión de Viena de 1963 3 que , según su art. 5 consis ten 
básicamente en: 
"a) proteger en el Estado receptor los intereses del Estado que envía, y 
de sus nacionales, sean personas naturales o jurídicas, dentro de los límites 
permitidos por el derecho internacional. 
e) prestar ayuda y asistencia a los nacionales del Estado que envía, sean 
personas naturales o jurídicas. 
i) representar a los nacionales del Estado que envía o tomar las medidas 
convenientes para su representación ante los tribunales y otras autoridades 
del Estado receptor, de conformidad con la práctica y los procedimientos en 
vigor en este último, a fin de lograr que, de acuerdo con las leyes y regla-
mentos del mismo, se adopten las medidas provisionales de preservación de 
los derechos e intereses de esos nacionales cuando, por estar ausentes o por 
cualquier otra causa, no puedan defenderlos oportunamente. 
j ) comunicar decisiones judiciales y extrajudiciales y diligenciar comi-
siones rogatorias de conformidad con los acuerdos internacionales en vigor 
y, a falta de los mismos, de manera que sea compatible con las leyes y 
reglamentos del Estado receptor." 
Por su par te , el art. 36 de la Convenc ión de Viena de 1963, recoge con 
carácter concreto la comunicación con los nacionales del Estado que envía, con 
el s iguiente tenor: 
" 1 . Con el fin de facilitar el ejercicio de las funciones consulares 
relacionadas con los nacionales del Estado que envía: 
a) los funcionarios consulares podrán comunicarse libremente con los 
nacionales del Estado que envía y visitarlos. Los nacionales del Estado que 
3 . Par. 15 de la demanda sobre medidas preventivas presentada por el Estado 
alemán a la Corte el 2 de marzo de 1999. 
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envía deberán tener la misma libertad de comunicarse con los funcionarios 
consulares de ese Estado y de visitarlos; 
b) si el interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado 
receptor deberán informar sin retraso alguno a la oficina consular compe-
tente en ese Estado cuando, en su circunscripción, un nacional del Estado 
que envía sea arrestado de cualquier forma, detenido o puesto en prisión 
preventiva. Cualquier comunicación dirigida a la oficina consular por la 
persona arrestada, detenida o puesta en prisión preventiva, le será, asimis-
mo, transmitida sin demora por dichas autoridades, las cuales habrán de 
informar sin dilación a la persona interesada acerca de los derechos que se le 
reconocen en este apartado; 
c) los funcionarios consulares tendrán derecho a visitar al nacional del 
Estado que envía que se halle arrestado, detenido o en prisión preventiva, a 
conversar con él y a organizar su defensa ante los tribunales. Asimismo, 
tendrán derecho a visitar a todo nacional del Estado que envía que, en su 
circunscripción, se halle arrestado, detenido o preso en cumplimiento de 
una sentencia. Sin embargo, los funcionarios consulares se abstendrán de 
intervenir en favor del nacional detenido cuando éste se oponga expresa-
mente a ello. 
2 . Las prerrogativas a las que se refiere el párrafo 1 de este artículo se 
ejercerán con arreglo a las leyes y reglamentos del Estado receptor, 
debiendo entenderse, sin embargo, que dichas leyes y reglamentos no impe-
dirán que tenga pleno efecto los derecho reconocidos por este artículo". 
C) Jurisdicción de la CIJ 
1. Antes de poder de te rminar la compe tenc i a de la CIJ pa ra decidi r 
sobre las medidas provisionales hay que afirmar con anterioridad la competen-
cia de la mi sma para conocer del fondo del asunto. 
La regulación básica se encuentra en el Estatuto de la CIJ de 1945 y en la 
mi sma Convención de Viena sobre relaciones consulares de 1963. 
El art. 36 del Estatuto de la CIJ dispone que: 
" 1 . La competencia de la Corte se extiende a todos los litigios que las 
partes le sometan y a todos los asuntos especialmente previstos en la Carta 
de las Naciones Unidas o en los tratados y Convenciones vigentes." 
Tan to A l e m a n i a c o m o E E . U U . , c o m o M i e m b r o s de Nac iones Un idas , 
son partes en el Estatuto de la CIJ y son también partes en la Convenc ión de 
V i e n a de 1963, así c o m o de su Protocolo Opc iona l referente al a r reglo de 
disputas. 
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El art. I del Protocolo Opcional d ispone que las disputas que surjan sobre 
la interpretación o aplicación de la Convención están dentro de la competenc ia 
de la CIJ y deben ser l levadas ante la CIJ mediante una demanda formulada por 
cualquier parte en la disputa que sea parte en este Protocolo. 
A través de esta cláusula compromisor ia se acepta por las partes la ju r i s -
d i c c i ó n de la C o r t e sob re las c o n t r o v e r s i a s q u e p u e d a o c a s i o n a r la 
interpretación o aplicación de todas o algunas disposiciones de la Convención . 
N o existe por lo tanto n inguna duda sobre la existencia de jur isdicción de 
la CIJ para conocer sobre el fondo del asunto y por cons iguiente para decidi r 
sobre la viabilidad o no de las medidas provisionales. 
2. Respec to al carácter de las medidas provis ionales que la Corte puede 
dictar dentro del ámbito de su competencia hay que analizar dos aspectos. 
En p r imer lugar hay que cons idera r que e s t amos ante una capac idad 
facul ta t iva de la Cor t e a la hora de decidi r sobre la apl icabi l idad o no de 
medidas provis ionales en un asunto en concreto . En palabras del j uez J iménez 
de Aréchaga: 
" el poder específico otorgado a la Corte en virtud del art. 41 del Estatuto 
se dirige a proteger los derechos que son el objeto del proceso; no consiste 
en un poder de policía para asegurar el mantenimiento de la paz inter-
nacional ni en una competencia general para formular recomendaciones en 
materia de arreglo pacífico de las controversias" 4 . 
Otra cues t ión a examina r es el valor ju r íd ico de las med idas p rov i s io -
nales . Se trata en es te pun to de exponer la cont rovers ia doctr inal ex is ten te 
sobre la obl igator iedad o no en el cumpl imien to de las medidas provis ionales 
ya que el Esta tuto de la CIJ no recoge expl íc i tamente la obl igator iedad en el 
cumpl imiento de las medidas provisionales. 
T o d o el p r o b l e m a se cent ra en la lec tura que se haga del art. 41 del 
Estatuto de la CIJ, teniendo en cuenta la redacción del precepto: 
"La Corte tendrá facultad para indicar..." 
Siguiendo a Mosle r se puede afirmar que de la redacción del precepto no 
se extrae el carácter obligatorio de las medidas provis ionales . Por el contrar io , 
ha de concluirse que la Orden de la CIJ es tableciendo la adopción de med idas 
provis ionales , t iene carácter obl igator io . Es ta af i rmación se desprende de la 
m i s m a consideración de las medidas provis ionales c o m o e lemento impor tan te 
4 . C.I.J. Recueil 1976, p. 14, par. 46 
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de un proceso judicial . El proceso judicial ya se ha iniciado y en consideración 
se ha de es tablecer la responsabi l idad de toda parte que no c u m p l a con las 
medidas provisionales dispuestas en una Orden de la CIJ, ya que esto supondría 
un perjuicio ocasionado al proceso jud ic ia l 5 . 
D e igual m o d o , af i rman el carác ter obl iga tor io de las m e d i d a s p rov i -
sionales Sir G. F i t zmaur i ce 6 . 
La Orden de la CIJ de 13 de sept iembre de 1993, sobre la adopc ión de 
medidas provisionales en el asunto relativo a la Convención para la prevención 
y sanción del cr imen de genocidio, ahonda en este debate doctr inal , sobre todo 
a t ravés de las op in iones ind iv idua les de los j u e c e s M . S h a h a b u d d e e n , 
C.G. Wee raman t ry y B . Aj ibo la 7 . 
Man t i enen una opinión contrar ia al carácter obl igator io de las med idas 
provis iona les , au tores c o m o L .Gross y H. L a u t e r p a c h t . 8 El j u e z M . Shaha-
b u d d e e n man t i ene una pos tura abier ta y prefiere apoyarse en otras vías de 
a rgumen tac ión . El j u e z C.G. W e e r a m a n t r y sos t iene c l a r amen te el carác te r 
obl igator io de las medidas provis ionales adoptadas en vir tud del art. 4 1 del 
Estatuto, dado que las mismas son manifestación del poder j ud ic i a l 9 . 
5 . MOSLER: The Charter of the United Nations. Commentary , Oxford 
University Press, 1994, pp. 999. 
La misma postura mantienen Oellers-Frahm.K; Elias,T.O.; Hambro, E. 
(OELLERS-FRAHM.K: "Interim Measures of Protection", EPIL I, p .71; ELIAS, T.O.: 
"The International Court of Justice and the Indications of Provisional Measures of 
Protection", United Nations Gilberto Amado memorial Lecture, 1978, pp.1-15; 
HAMBRO, E.: "The binding Character of the Provisional Measures of Protection 
indicated by the ICJ", Festschrift für Hans Wehberg, pp. 152 y ss.). 
6. Sir G. FITZMAURICE: The Law ad procedure of The International Court of 
justice, vol. 2, 1986, p. 548. 
7 . Orden de la CIJ de 8 de abril de ¡993 y Orden de la CIJ de 13 de septiembre 
de 1993, C.I.J. Recueil 1993, pp. 18-19. 
8. L. GROSS: "Some Observations on Provisional Measures", International 
Law at a Time of perplexity. Essays in Honnour of Shabtai Rossene, Dordrecht, 
1989, pp. 307-323; H. LAUTERPACHT: "The development of International Law by 
The International Court", 1958, p. 254. 
9 . Pozo SERRANO, P.: "Las órdenes de la CIJ de 8 de abril y de 13 de septiembre 
de 1993, sobre la adopción de medidas provisionales en el asunto relativo a la 
convención para la prevención y sanción del crimen de genocidio", en Estudios 
jurídicos en memoria del profesor Dr. José Casabó Ruiz, vol. 2, Valencia 1997. 
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3 . D E M A N D A D E M E D I D A S P R O V I S I O N A L E S P R E S E N T A D A P O R 
A L E M A N I A 
El 2 de m a r z o de 1999, A l e m a n i a p resen tó ante la CIJ una d e m a n d a 
so l ic i tando la apl icación de med idas p rov is iona les , j u n t o con la d e m a n d a 
p resen tada ante la CIJ contra E E . U U . por la violación del art. 5 y 36 de la 
Convención de Viena de 1963. 
Alemania fundamenta jur ídicamente su solicitud de medidas provisionales 
en el art. 41 del Es ta tu to de la CIJ as í c o m o en los arts . 7 3 , 74 y 75 del 
R e g l a m e n t o de la CIJ . Con fundamento en estas d ispos ic iones ju r íd icas se 
puede afirmar que la CIJ está facultada para establecer, bien de oficio o bien a 
ins tanc ia de par te , med idas provis iona les c u a n d o las c i rcuns tanc ias a s í lo 
requieran y con la finalidad de proteger los derechos de las partes. El art. 41 del 
Estatuto dispone que: 
" 1 . La Corte tendrá facultad para indicar, si considera que las circuns-
tancias así lo exigen, las medidas provisionales que deban tomarse para 
resguardar los derechos de cada una de las partes." 
A l e m a n i a a l ega el art. 7 5 del R e g l a m e n t o de la CIJ p a r a sol ic i tar la 
apl icac ión motu propio de las medidas provis ionales por par te de la CIJ sin 
necesidad de oír previamente a las partes, teniendo en cuenta las circunstancias 
del caso. 
Alemania solicita la adopción de medidas provisionales a causa de la gran 
urgencia de las circunstancias y la extrema gravedad e inmediatividad, dado que 
la ejecución de la pena de muerte estaba prevista para el 3 de marzo de 1999. 
Junto con estos presupuestos , A lemania justif ica la neces idad de apl icar 
medidas ,provis iona les por la impor tancia del derecho a la vida, y recuerda la 
pro tecc ión que del de recho a la vida se d a en el art. 6 del Pac to de de rechos 
civiles y polí t icos de 1966. 1 0 . El derecho a proteger con la apl icación de las 
medidas provisionales es el derecho a la vida, en concreto el derecho a la vida 
de un nacional alemán, Walter LaGrand. 
Alemania solicita a la Corte que : 
10. par. 6 de la demanda sobre medidas provisionales presentada por el Estado 
alemán el 2 de marzo de 1999. 
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4 . A L E G A T O S E N C O N T R A D E L A S M E D I D A S P R O V I S I O N A L E S 
P R E S E N T A D O S P O R E E . U U . 
E E . U U . m a n t i e n e una pos tu r a cont ra r ia a la ap l icac ión de m e d i d a s 
provis ionales en este caso y establece una oposic ión a la d e m a n d a presen tada 
por Alemania sobre la base de dos presupuestos. 
En pr imer lugar la representación de E E . U U . sost iene que A l e m a n i a ha 
solicitado la aplicación de medidas provisionales muy tarde, teniendo en cuenta 
que tuvo conoc imien to de la si tuación en la que se encontraban sus nacionales 
desde 1992. En s egundo lugar E E . U U . se opone ro tundamen te a cua lqu ie r 
p roced imien to c o m o el p ropues to por A l e m a n i a que der iva en la ap l icac ión 
motu propio po r par te de la Cor te , de las med idas provis iona les sin previa-
mente haber o ído a las partes en conflicto. 
5 . D E C I S I Ó N D E L A C O R T E 
Al analizar la decisión de la Corte sobre la procedencia o improcedenc ia 
de las m e d i d a s p rov i s iona les en este a sun to , hay que t ener p r e sen t e los 
requisitos que ha de cumplir la aplicación de medidas provisionales en el marco 
del art. 41 del Es ta tu to de la CIJ y los arts. 73 ,74 y 75 del Reg lamen to de la 
C U 1 2 . 
1 1 . par. 8 de la demanda sobre medidas provisionales presentada por el Estado 
alemán el 2 de marzo de 1999. 
1 2 . R A M Ó N C H O R N E T , C : "Nota sobre la Orden de 8 de abril de 1993 de la CIJ 
en el conflicto de Bosnia-Herzegobina", Anuario de Derecho internacional, vol X , 
1994. 
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Los EE.UU. deben tomar las medidas a su alcance para asegurar que 
Walter LaGrand no es ejecutado mientras esté pendiente la decisión final de 
este proceso, y debe informar a la Corte de todas las medidas que se tomen 
en el cumplimiento de esta o r d e n 1 1 . 
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Hay que establecer en pr imer lugar el carácter limitado de las med idas 
provis ionales , ya que las m i s m a s no pueden significar en absoluto una solu-
ción que afecte al fondo del asunto. 
H a de quedar así m i s m o c laramente de l imi tado de un lado, el curso del 
p roced imien to sobre el fondo y de otro, la decis ión sobre las med idas provi -
sionales, y s iempre puntual izando que la postura que se adopte sobre la segun-
da cuest ión no presupone ninguna posición respecto a la cuestión de fondo. 
La CIJ manifes tó c la ramente en el asunto de las act iv idades mil i tares y 
paramil i tares en y contra Nicaragua de 1980, que su facultad está l imitada a no 
es tab lecer n ingún t ipo de e l e m e n t o de hecho ni de impu tab i l idad y d e b e 
asegurarse de que pe rmanezca intacto el de recho de las partes a discut ir los 
hechos a legados en su contra, a cambiar la atr ibución de responsabi l idad por 
los mi smos y a someter a rgumentos a ese r e s p e c t o 1 3 . 
Por otro lado, la viabil idad de la aplicación de las medidas provis ionales 
depende del cumpl imien to de dos requisi tos , a saber, en pr imer lugar q u e se 
establezca c laramente la urgencia a tendiendo a las circunstancias del caso y en 
segundo lugar su carácter imprescindible para evitar un perjuicio i r reparable 
sob re los d e r e c h o s q u e las pa r t e s p r e t e n d e n p r o t e g e r en el c u r s o de l 
procedimiento sobre la cuestión de fondo. 
N o exis te una del imitación normat iva de lo que ha de entenderse por el 
requisi to de la "urgencia". Hay que analizar cada caso concre to y decidir en 
re lación con las c i rcunstancias concre tas . L a ju r i sp rudenc ia de la CIJ v iene 
conec tando el requisi to de la urgencia con la posibi l idad inminen te de que el 
de recho de una par te o de a m b a s par tes sufra un perjuicio i nminen te y la 
existencia de un riesgo de agravación del conflicto. 
D e s d e es ta perspec t iva , la CIJ cons ide ró que no se c u m p l í a con los 
requis i tos menc ionados en el asunto de la p la taforma del M a r E g e o . L a CIJ 
rechazó la solicitud griega para aplicar medidas provisionales al considerar que 
las act ividades de Turquía no constituían un verdadero r iesgo de agravación de 
la controvers ia ni eran susceptibles de ocasionar un perjuicio i rreparable a los 
derechos de G r e c i a 1 4 . 
13 . Case concerning military and paramilitaru activities in and against 
Nicaragua, I.C.J.Reports 1984, p. 900, para. 38. 
14. Aegean Sea Continental Shelf, Interim Protection. Order of 11 September 
1976, C.I.J. Recueil 1976, p. 3. 
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D e igual m o d o , la CIJ no procedió a apl ica med idas provis ionales en el 
asunto del Gran Bel t al considerar que de las c ircunstancias del caso no surgía 
la necesidad del ejercicio de la facultad recogida en el art. 41 del E s t a t u t o 1 5 . 
L a cuest ión ha de l imitarse, con arreglo a este requis i to , a la adopción de 
medidas provisionales que se encaminen a la protección de los derechos objeto 
del c o n f l i c t o 1 6 . En este supuesto en concreto, las medidas provis ionales han de 
establecerse con la finalidad de proteger de un perjuicio irreparable los derechos 
recogidos en la Convención de Viena de 1963 sobre relaciones consulares. 
L a ex igenc ia de evitar con las med idas provis iona les un per juicio irre-
parable ha sido valorado por la Cor te c o m o pun to bás ico de su decisión. Es ta 
línea jurisprudencial aparece en la Orden de 22 de jun io de 1973 en el asunto de 
las p ruebas nuc lea res de Aus t ra l i a con t ra F r a n c i a 1 7 ; en la Orden de 15 de 
d ic iembre de 1979 en el asunto sobre el personal d ip lomát ico y consu la r de 
E E . U U . en Teherán 1 8 ; en la Orden de 8 de abril de 1993 en el asunto sobre la 
apl icación de la Convenc ión sobre prevención y cas t igo del c r imen de geno-
cidio entre Bosnia -Herzegovina contra Serbia y M o n t e n e g r o 1 9 ; en la Orden de 
9 de abril de 1998 en el asunto de Paraguay contra E E . U U 2 0 . 
L a CIJ ana l iza su compe tenc i a , c o n c l u y e n d o pos i t i vamen te sobre la 
m i s m a con fundamento en los art. I. del Pro tocolo Opcional a la Convenc ión 
de V i e n a de 1963 , del que son partes tanto A l e m a n i a c o m o E E . U U . 2 1 , por 
tanto , ac túa s igu iendo el p roced imien to d ispues to en el ar t .75 de su Regla -
men to decidiendo motu propio sobre la viabilidad de las medidas provisionales, 
sin p r ev i amen te oír a las p a r t e s 2 2 . L a Cor te no ha hecho uso de este p o d e r 
conferido por el art. 75 del Reg lamen to de la CIJ hasta el m o m e n t o de decidir 
sobre la adopción de medidas provisionales en este caso en concreto. 
15 . Passage through the Great Belt case. Order of 29 July 1991, C.I.J. Recueil 
1991, p. 12. 
16. Case concerning military and paramilitary activities in and agaisnt 
Nicaragua, I.C.J. Reports 1980, p. 899, para. 38. 
17 . Nuclear Test Case. Order of 22 june 1973, I.C.J. Reports 1973, p. 103. 
18 . Case concerning United States Diplomatic and Consular Staff in Tehran. 
Order of 15 decembre 1979, I.C.J. Reports 1979, p. 19, para. 36. 
19. Case concerning appliction of the Convention on the Prevention and 
Punishment of the crime of Genocide. Oreder of 7 October 1993, I.C.J. Reports 
1993, p. 19, para. 34. 
2 0 . Vienna Convention on Consular Relations case. Order of 10 november 
1998, I.C.J. Reports 1998, p. 10, para 36. 
2 1 . par. 18 Orden de la CIJ de 3 de marzo de 1999. 
2 2 . par .21 Orden de la CIJ de 3 de marzo de 1999. 
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La Cor te decide por unanimidad la apl icación de las s iguientes med idas 
preventivas: 
— EE.UU. debe tomar todas las medidas a su alcance para asegurar que 
Wal te r LaGrand no es e jecutado mientras esté pendiente la decis ión final del 
p roceso , y d e b e informar a la Cor te de todas las med idas que se tomen en 
cumpl imiento de esta Orden. 
— El Gobie rno de E E . U U . debe t ransmit i r esta Orden al Gobe rnador 
del Estado de Arizona. 
— De igual m o d o , la Cor te dec ide que , hasta que la Cor te adopte su 
decis ión final, deben quedar paral izadas todas las cuest iones que const i tuyan el 
objeto de esta O r d e n 2 3 . 
6. OPINIONES I N D I V I D U A L E S 
Sin embargo , el Pres idente Schwebel , sobre este cri ter io, es tablece una 
crítica contundente en su opinión particular. Se opone a la actuación l levada a 
cabo por la CIJ y expresa su deseo de que no se convierta en un precedente esta 
práct ica de la CIJ a la hora de adoptar medidas provis ionales . Objeta que la 
Orden se adopte desde el punto de vista de una sola de las partes mient ras q u e 
la otra parte en el conflicto no ha podido establecer ante la Corte su pos ic ión 
por la ausencia de una fase de alegaciones. 
El Pres idente Schwebel sost iene que, a tenor del art. 7 5 del Reg lamen to 
de la Corte , se ha hecho una mala interpretación de lo dispuesto en el precepto. 
Af i rma que el art. 75 establece la regla de que la CIJ puede actuar de oficio 
cuando ninguna parte haya solicitado la aplicación de medidas provisionales. 
De igual m o d o , señala el Presidente Schwebel que el poder conced ido al 
CIJ en el art. 75 del R e g l a m e n t o de la CIJ , ha de e jercerse con la m á x i m a 
caute la y con gran conformidad a lo d ispues to en el p recep to po rque de lo 
contrario se originan dos conflictos de importante entidad: 
— En pr imer lugar, una incorrecta apl icación del art. 75 del Reg la -
men to de la Corte podría alejar a los Estados soberanos de la jur isdicción de la 
Cor te puesto que se les impedir ía ser oídos ante la misma . 
— Por otro lado, cabe cuest ionarse si este m o d o de actuar de la CIJ es 
conforme con el Principio de igualdad de las Partes en el procedimiento. 
2 3 . par. 26 Orden de la CIJ de 3 de marzo de 1999. 
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A esta argumentación el Presidente Schwebel añade que no se ha seguido 
lo dispuesto en el art. 74 del Reg lamen to de la Cor te que obl iga a la Cor te a 
que , una vez presentada una solicitud de medidas provisionales , convoque una 
fase de alegaciones que permita a las partes ser oídas. Esta fase está to ta lmente 
ausente en el m o d o de proceder de la CIJ en este caso. 
Reco rdemos que los pa rámet ros sobre los que se basa la decis ión de la 
CIJ a la hora de acordar la aplicación de medidas preventivas son la urgencia de 
la s i tuación y la neces idad de preservar los de rechos de las par tes con la 
finalidad de evitar un perjuicio irreparable. 
El art. 7 3 del Reglamento de la Corte d ispone que la pet ición de medidas 
p rov is iona les ha de ser p resen tada en el p l azo opor tuno . En este p u n t o la 
dec is ión de la Cor te cons idera que sí que se cumple es te requis i to , pero es 
importante resaltar la opinión particular del Presidente Schwebel . 
El Pres idente Schwebe l af i rma que , a tend iendo al p resupues to d e que 
Aleman ia empezó a conocer del procedimiento contra los he rmanos LaGrand , 
podría haber solicitado la aplicación de medidas preventivas con anterioridad al 
2 de marzo de 1999. 
A pesar de sus profundas reservas sobre el m o d o de proceder de la C U en 
este caso , el Pres idente Schwebel votó a favor de la adopción de las med idas 
provis ionales a legando su total conformidad con el contenido sustancial de la 
Orden de la CIJ de 3 de marzo de 1999, aunque mant iene sus reservas sobre el 
procedimiento l levado a cabo por la parte demandante y por la Corte. 
Parece también necesario destacar la declaración del j u e z Oda, que realiza 
una profunda objeción al aspecto mater ia l sobre el q u e gira la sol ici tud de 
medidas provis ionales , y concre tamente su ju ic io es sobre la natura leza de la 
CIJ y la dificultad de ajustar esta naturaleza al trasfondo material de este caso. 
O d a sost iene que la CIJ no puede actuar c o m o una Cor te de apelación y 
no se puede acceder a ella para solicitar la art iculación del habeas corpus. L a 
CIJ no tiene competencia para decidir sobre cuestiones relacionadas con la pena 
de muer te y su ejecución y no debería intervenir sobre tales m a t e r i a s 2 4 . 
S iguiendo la a rgumentac ión del j uez O d a no se cumple en este caso con 
el carácter l imi tado de las med idas provis ionales . Así , O d a recuerda que las 
medidas provisionales van dirigidas a preservar los derechos de los Estados que 
se vean expuestos a un perjuicio irreparable y tales derechos de los Estados han 
de ser aquel los de los que se discuta en el conflicto presentado ante la CIJ y 
2 4 . par. 2 de la declaración del juez Oda. Orden de la CIJ de 3 de marzo de 
1999. 
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sean el objeto de la d e m a n d a p resen tada ante la CIJ o es tar d i r ec t amen te 
re lacionados con el mismo. 
En este sent ido, la solicitud de med idas provis ionales ha de estar esen-
cia lmente relacionada con la demanda presentada ante la CIJ sobre el fondo del 
asun to . 
El j u e z O d a advierte de la incorrección de que la CIJ in tervenga directa-
mente sobre la suerte de un individuo, puesto que esto supondría romper con la 
función del pr inc ipa l del ó rgano jud ic ia l de N U , que es e senc i a lmen te un 
Tr ibuna l es tablecido para resolver las d isputas ent re Es tados en re lac ión con 
derechos y obligaciones de los Estados. 
Es prec iso recordar en este pun to que la CIJ med ian t e su compe tenc i a 
con tenc iosa resuelve cont rovers ias ent re los Es tados a t ravés de dec i s iones 
v inculantes , una vez que los Es tados han acep tado la ju r i sd icc ión de la CIJ 
c u m p l i e n d o con el carácter facultat ivo de la m i s m a 2 5 . Pero , en n ingún caso , 
gozan los part iculares , personas físicas o jur íd icas , ni las O N G s , de ius standi 
ante la Cor te . Por otra parte, sólo los Es tados pueden ser parte de los asuntos 
presentados ante la CIJ y pueden acudir ante la m i s m a 2 6 . 
A pesa r de su opos ic ión por la i m p r o c e d e n c i a del c o n t e n i d o de las 
medidas provisionales, el juez Oda vota a favor de su aplicación apoyándose en 
la falta de t i empo suficiente para reflexionar sobre el asunto en profundidad y 
dadas las razones humanitarias que existen en el trasfondo del asunto. 
7 . C O N S I D E R A C I O N E S F I N A L E S 
La Orden de 3 de marzo de 1999 permite llevar a cabo un análisis po rme-
nor izado de las c i rcunstancias que se requieren para la apl icación de med idas 
provisionales, real izando un enfoque comparat ivo con situaciones anteriores. 
Al m i s m o t iempo, vuelve a plantear la po lémica sobre el valor ju r íd ico 
de tales med idas provis ionales . L a obl igator iedad o no obl iga tor iedad de las 
med idas provis ionales es un t ema abierto en el que caben dist intas pos tu ras . 
Quizás no sea ar r iesgado admit i r el carácter obl igator io de las m i s m a s por la 
lógica de la unidad procesal en la que aparecen y c o m o consecuencia del funda-
2 5 . arts. 34 y 59 del Estatuto de la CIJ. 
2 6 . MOSLER: The Charter of the United Nations Commentary. Oxford 
University Press, 1994, pp. 987 y ss. 
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mentó de las mi smas en aras a la protección de un derecho de las par tes en el 
p roceso que puede sufrir un perjuicio i r reparable o bien en aras a evitar un 
agravamiento del conflicto. 
Es m u y interesante estudiar la po lémica surgida en relación con el m o d o 
de p roceder de la CIJ en vir tud del art. 75 del R e g l a m e n t o de la CIJ , en 
contraste con el procedimiento establecido en el art. 74 del Reglamento , que da 
entrada a las alegaciones de la parte contraria. La defensa de los derechos de las 
par tes en el proceso y el respeto escrupuloso del Pr incipio de igualdad de las 
Partes concil ia mejor con el m o d o de proceder de la CIJ regulado en el art. 74 
del R e g l a m e n t o , pe ro t a m b i é n es c ier to q u e hay q u e t ener p r e sen t e las 
condiciones de premura en las que se ve envuel ta la Corte. 
En el caso del que nos h e m o s ocupado , la aceleración de los acontec i -
mientos podr ía haberse evi tado si Alemania hubiera ac tuado ante la Cor te con 
una m a y o r di l igencia y pronti tud, teniendo en cuenta que conoc ía los hechos 
desde 1992. Pero el punto más conflictivo y ju r íd icamente de m a y o r t ranscen-
dencia , es el t rasfondo material en la solicitud de las medidas provis ionales y 
su concordancia con el ámbi to sustancial del asunto presentado ante la CIJ. 
Es m u y difícil del imitar concre tamente si la protección del de recho a la 
vida, hacia la que se dirige la adopción de medidas provisionales, se escapa del 
ámbi to del art. 5 y 36 de la Convenc ión de Viena de 1963. Puede alegarse en 
este pun to , que se corre el r iesgo de convert i r a la CIJ en una Cor te de Apela-
ción a la que se dirige la parte con el objeto de defender un derecho individual 
en favor de una persona . Se pueden t raspasar los l ímites de la compe tenc i a 
jur isdiccional de la CIJ, exclusiva, en vía contenciosa, de los E s t a d o s 2 7 . 
Es ta r íamos en este caso ante una decis ión que se apoya más en razones 
human i t a r i a s que , c o m o señala el j u e z Oda , ante una dec is ión p rop ia del 
ámbi to competenc ia l de la CIJ referido a los derechos y obl igac iones de los 
Estados . Pero también es cierto que la ejecución de Wal ter LaGrand , supondr ía 
un perjuicio i r reparable para el de recho del Es tado a lemán tal y c o m o viene 
recogido en el art. 36 de la Convención de Viena de 1963. 
En todo caso , no está claro hasta qué pun to , se incl ina m á s el p rob lema 
hacia el derecho individual a la vida de Wal te r LaGrand o hacia el derecho del 
Es tado alemán reconocido en la Convención de Viena de 1963 sobre relaciones 
consulares . H a y que analizar cuál es la conexión entre el derecho individual y 
el derecho del Es tado en este caso concreto, y ver en la cuest ión que se discute 
2 7 . art. 34 del Estatuto de la CIJ. 
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dónde se encuentra el protagonismo para no extralimitarse de la competencia de 
la Cor te . 
La Corte decide adoptar las medidas provisionales en orden a evitar que se 
ocas ione un perjuicio al de recho del Es tado a l emán en este caso , s i endo la 
protección de la vida de Wal ter LaGrand , un presupuesto necesar io para hacer 
efectivo el derecho del Estado alemán reconocido en la Convención de 1963. 
Es cierto que otra decisión habría lesionado el derecho del Es tado a lemán 
que se está debat iendo en la Cor te y por ello es preferible que mientras no haya 
una postura firme en la misma, se paralice todo el procedimiento contra Wal te r 
LaGrand iniciado en el Es tado de Arizona. L o que no podr ía hacer en n ingún 
caso la CU, es entrar a debatir sobre la procedencia o improcedencia de la pena 
de muer t e , ni t a m p o c o entrar a j uzga r el p roced imien to segu ido cont ra los 
he rmanos LaGrand en el Es tado de Ar izona , m á s allá de los puntos t angen-
ciales con el art. 5 y 36 de la Convención de Viena sobre relaciones consulares 
de 1963. 
Lo que sí es indudable es que, una vez más una decisión de la Corte jun to 
con las op in iones individuales de a lgunos de sus jueces , nos ayuda a refle-
xionar sobre el Derecho Internacional en sus dist intas mater ias y co labora en 
dar vitalidad al ordenamiento jurídico Internacional. 
En relación con la cuest ión de fondo, cabe hacer una úl t ima reflexión ya 
q u e lo q u e se sus tanc ia ante la Cor te es, sin duda, la v io lac ión por par te d e 
E E . U U . de la Convenc ión de Viena de 1963 que t iene c o m o consecuenc ia la 
imposibi l idad de que el Es tado a lemán ejercite su derecho a prestar la ayuda 
necesaria a su nacional Karl LaGrand, ya que éste fue ejecutado el 24 de febrero 
de 1999. 
En este punto es necesario cuest ionarse si se han der ivado consecuencias 
del compor tamien to negligente de EE .UU. L a cuest ión sobre el fondo sigue en 
manos de la Corte , y esperaremos expectantes su decisión. 
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